INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO – Liquidación – Presunción de legalidad – Nulidad del acto

La jurisprudencia de esta Corporación ha reiterado que, una vez liquidado unilateralmente el contrato, sólo se puede alegar el incumplimiento de las obligaciones a través de la censura de la legalidad del acto administrativo que contiene la liquidación. En efecto, una vez que la entidad pública liquida unilateralmente el negocio jurídico, en los términos establecidos en el contrato o en la ley (artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993), el contratista no puede invocar como pretensión autónoma el incumplimiento de las obligaciones, por cuanto en la liquidación se halla el reflejo de lo que fue la ejecución del contrato, se realiza el balance definitivo de la relación negocial, se hace el cruce de cuentas entre las partes, se determina quién debe a quién y porqué conceptos o se declaran a paz y salvo; en consecuencia, todos los aspectos concernientes a la realidad contractual que se estimen contrarios o que no coincidan con lo plasmado en el acto administrativo que adopta unilateralmente la liquidación, deben ser planteados no sin antes obtener la declaración de nulidad del acto administrativo correspondiente, en caso contrario, la demanda se torna improcedente, por ineptitud sustancial de la misma.  

Así, pues, cuando el contrato ha sido liquidado unilateralmente, la única forma de controvertir aspectos relacionados con su ejecución, incluyendo el incumplimiento de las obligaciones a cargo de cada una de las partes y las consecuencias derivadas del mismo, es mediante el levantamiento del velo de legalidad que ampara ese acto administrativo, lo cual se traduce en que constituye requisito sine qua non para que se puedan analizar las pretensiones propias del incumplimiento deprecar la declaratoria de nulidad total o parcial del acto que contiene la liquidación, así como la indicación y el desarrollo del concepto de violación en el que se apoya la censura […] En ese orden de ideas, si el acto administrativo que adopta la liquidación del contrato no desaparece del ordenamiento jurídico a través de la declaración de nulidad, el juez no puede entrar a verificar si durante la ejecución del contrato se presentaron situaciones distintas de las consignadas en el respectivo acto, porque existe una decisión administrativa obligatoria y vinculante que impide avizorar una nueva realidad de lo que fue el desarrollo de la relación obligatoria.
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Surtido el trámite de ley, sin que se observe causal de nulidad que invalide lo actuado, se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia proferida el 31 de marzo de 2005 por el Tribunal Administrativo del Tolima –Sala de Descongestión-, la cual negó las pretensiones de la demanda (fls. 90 a 109, C. Consejo).

I. ANTECEDENTES
1.- La demanda.-  

Mediante escrito radicado el 19 de diciembre de 2000 en el Tribunal Administrativo del Tolima, el señor Oscar Francisco Jamardo Márquez formuló demanda, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio de la acción contractual consagrada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, contra el municipio de Ibagué, para que se declare que éste: (i) incumplió el contrato 038 del 15 de mayo de 1997 y (ii) incumplió la orden de prestación de servicios 0040, así como la orden de compra 145, ambas del 10 de noviembre de 1997; en consecuencia, solicita que se condene a la indemnización de los perjuicios causados consistentes en: (i) el valor de la “… sanción impuesta y (sic) proceso de jurisdicción coactiva iniciado por lo adeudado por concepto de impuesto de Industria y Comercio …” (fl. 28, C. 1) que estima en un monto no inferior a $14’000.000.oo y, en todo caso, equivalente al valor de lo que el municipio demandado cobre al demandante en el respectivo proceso de jurisdicción coactiva, (ii) $40’000.000.oo, por daño emergente y lucro cesante y (iii) los intereses corrientes y de mora sobre la condena que se imponga (fls. 28 y 29, C. 1).

2.- Hechos.-

Los fundamentos fácticos de las pretensiones son, en síntesis, los siguientes:

2.1.- El 15 de mayo de 1997, fue celebrado entre el señor Oscar Francisco Jamardo Márquez y el municipio de Ibagué el contrato de prestación de servicios 038, con el objeto de que el primero de los mencionados realizara el mantenimiento preventivo de los equipos de cómputo y de las impresoras ubicados en las dependencias “de la administración central” (fl. 26, C. 1), por un valor de $17’130.000.oo.

2.2.- En la cláusula segunda del contrato quedó pactado que el pago del precio se realizaría así: “… 50% del valor una vez culminada la primera visita de mantenimiento preventivo y el 50% restante al efectuar el sexto mantenimiento preventivo” (ibídem). 

2.3.- Cumplido y terminado el contrato, la Secretaria de Servicios Administrativos del municipio de Ibagué lo liquidó unilateralmente, a través de la Resolución 06098 del 21 de diciembre de 1998 y en dicho acto quedó establecido que existía una saldo a favor del contratista por $8’565.000.oo; además, sobre el saldo fueron liquidados intereses de mora por $571.420.60.

2.4.- Igualmente, el señor Oscar Francisco Jamardo Márquez “suscribió con EL MUNICIPIO DE IBAGUE – SECRETARIA DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS, (sic) orden de compra No. 145 de 10 de noviembre de 1997, con el objeto de adquirir repuestos para equipos de cómputo de la Alcaldía … por valor de DOS MILLONES SETESCIENTOS (sic) NOVENTA Y NUEVE MIL PESOS M/CTE ($2.799.000.oo)” (fl. 27, C. 1).

2.5.- La citada orden de compra fue liquidada unilateralmente por la Secretaria de Servicios Administrativos del municipio de Ibagué, a través de la Resolución 0610 del 21 de diciembre de 1998 y la liquidación arrojó un saldo a favor del contratista por $1’129.500.oo e intereses de mora por $94.284.oo. 

2.6.- El mismo 10 de noviembre de 1997, fue “suscrita” (fl. 27, C. 1) la orden de servicios 040, “con el objeto de reparar equipos de sistematización de la Alcaldía … por valor de QUINIENTOS CUARENTA MIL PESOS M/CTE ($540.000.oo)” (fl. 27, C. 1).   

2.7.- Mediante Resolución 0611 del 21 de diciembre de 1998, la Secretaria de Servicios Administrativos del municipio de Ibagué liquidó unilateralmente la orden de servicios citada en el numeral anterior y reconoció un saldo a favor del contratista por $283.000.oo e intereses de mora por $23.623.17.

2.8.- Para obtener el pago de los saldos resultantes de las liquidaciones mencionadas, el demandante promovió ante el Tribunal Administrativo del Tolima una demanda ejecutiva contra el municipio de Ibagué y, a pesar de que el proceso está en curso, el municipio no ha pagado la obligación (fl. 27, C. 1).  

2.9.- Añade la demanda (fls. 27 y 28, C. 1): 

“Al no pagar el MUNICIPIO en forma oportuna estas sumas de dinero, mi representado por su parte se vio avocado a incumplir con el pago del Impuesto (sic) de Industria (sic) y Comercio (sic), y el MUNICIPIO a pesar de adeudar a mayo de 1998, (sic) la suma de NUEVE MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS PESOS M/Cte ($9.977.500.oo) al señor JAMARDO, cuyo valor excedía varias veces lo adeudado por el Impuesto (sic) de Industria (sic) y Comercio (sic), que fue liquidado en DOS MILLONES SETECIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL QUINIENTOS VEINTISIETE PESOS M/CTE ($2.748.527.oo) en y (sic) proceder a una figura jurídica que opera por ministerio de la ley como es la compensación, en una etapa previa al inicio de cualquier procedimiento de cobro, mediante Resolución número 1662 de 3 de diciembre de 1998, le liquida oficialmente el impuesto de Industria (sic) y Comercio (sic) le impone una sanción por aforo, y el 3 de Diciembre de 1998, el MUNICIPIO DE IBAGUÉ, Tesorería Municipal, Unidad de Ejecuciones Fiscales, Libra (sic) Mandamiento (sic) Ejecutivo (sic) de Pago (sic), dentro del proceso de jurisdicción coactiva 2645 Tomo 8, por la suma de DOS MILLONES SETECIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL QUINIENTOS VEINTISIETE PESOS M/CTE($2.748.527.oo) (sic) correspondiente al Impuesto y por la suma de CINCO MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS PESOS M/CTE ($5.340.876,oo)”.
3.- Fundamentos de derecho.- 

La demandante invocó los artículos 2, 6, 90 y 124 de la Constitución Política, 1494, 1546 y 1608 a 1613 del Código Civil,  2, 4 y 5 (numeral 1) y 26 de la Ley 80 de 1993 (fl. 29, C. 1).

4.- La actuación procesal.-

Por auto del 16 de enero de 2001, el Tribunal Administrativo del Tolima admitió la demanda y ordenó notificar personalmente la providencia al Alcalde de Ibagué y al agente del Ministerio Público; asimismo, dispuso fijar en lista el negocio y reconoció personería al apoderado de la parte demandante (fl. 32, C. 1).

El municipio de Ibagué contestó la demanda, se opuso a la prosperidad de las pretensiones y, en cuanto a los hechos, aceptó algunos de ellos como ciertos, otro como parcialmente ciertos y pidió la prueba de los demás.

Precisó que aceptar la prosperidad de lo reclamado por el demandante “… es tanto como aceptar que cualquier persona está legitimada para pedir de otra el doble pago de una obligación ya satisfecha” (fl. 39, C. 1).

Señaló que el demandante promovió un proceso ejecutivo para obtener el pago de lo que el municipio le adeuda por la ejecución de los contratos, cuya declaración de incumplimiento solicita en este proceso. En el citado proceso ejecutivo fue aprobada la liquidación del crédito por $14’861.997.52.

Añadió (fl. 40, C. 1):

“Respecto a los presuntos perjuicios que se dicen ocasionados al contratista (Hoy demandante) con el cobro por jurisdicción coactiva, (sic) por deudas tributarias iniciado por el municipio de Ibagué contra el aquí demandante, debe indicarse que no aparece probado el nexo causal que debe existir entre éste y el presunto no pago de unas meras expectativas producto de unos contratos firmados uno a mediados del (sic) de 1997 y los otros dos (2) a finales del año 1997 y liquidados los tres (3) a finales del año de 1998, de forma unilateral por el municipio de Ibagué, dado que el contratista no concurrió a la liquidación bilateral o mancomunada”.  

5.- Los alegatos de primera instancia y el concepto del Ministerio Público.-  

5.1.- La parte demandada reiteró los fundamentos expuestos en la contestación de la demanda, en cuanto sostuvo que, “… aceptar la prosperidad de lo reclamado, es tanto como aceptar que cualquier persona está legitimada para pedir de otra el doble pago de una obligación ya satisfecha ...” (fl. 84, C. 1), pues el demandante promovió un proceso ejecutivo contra el municipio para obtener el pago de los valores que, por causa de un supuesto incumplimiento, reclama a través de este proceso.

Reiteró que no existe nexo causal entre el incumplimiento de una obligación tributaria y la indemnización de los perjuicios que reclama a través de este proceso, razón por la cual solicitó que fueran negadas las pretensiones de la demanda (fls. 84 a 86, C. 1).

5.2.- La parte demandante reiteró los fundamentos jurídicos de la demanda, a lo cual añadió que el pago de intereses de mora constituye parte de la indemnización de los perjuicios causados por el incumplimiento de la obligación dineraria; sin embargo, tal situación no constituye obstáculo para solicitar “… la indemnización real por los danos (sic) derivados del incumplimiento contractual …” (fl. 87, C. 1).

En este caso, la falta de pago del impuesto de industria y comercio, por parte del demandante, fue ocasionada por la falta de pago de las obligaciones pecuniarias derivadas de los contratos celebrados con el municipio de Ibagué (fls. 87 y 88, C. 1).

5.3.- El Ministerio Público guardó silencio. 

6.- La sentencia recurrida.- 

Es la proferida el 31 de marzo de 2005, por el Tribunal Administrativo del Tolima – Sala de Descongestión, la cual negó las pretensiones de la demanda. 

El Tribunal consideró que resulta compatible el cobro de intereses de mora con el reconocimiento de otros perjuicios causados con el incumplimiento contractual, en virtud del principio de la indemnización integral; sin embargo, en este caso, el demandante no acreditó los perjuicios cuya indemnización reclama, pues la prueba aportada al proceso no hace cosa distinta que tasar el monto de los intereses de mora sobre las sumas reclamadas y tales intereses fueron satisfechos dentro del proceso ejecutivo promovido por el aquí demandante, para obtener el pago de las sumas adeudadas por el municipio, con fundamento en la liquidación unilateral de los contratos celebrados entre las partes.

Por otra parte, sostuvo que la obligación tributaria a cargo del demandante surgió antes de que fueran celebrados los contratos que cimientan la reclamación formulada en el presente proceso, de modo que “no se logra establecer la relación causal entre uno y otro y menos aún cuando luego de recibir el importe adeudado, continúa en deuda con el fisco”  (fl. 107, C. 1).

A lo anterior añadió: “pese a que está demostrado que la demandada no canceló el saldo correspondiente al finalizar la (sic) sexto mantenimiento preventivo, y (sic) que según la resolución 609 del 21 de diciembre de 1998, ocurrió el 13 de mayo de 1998, (sic) (la mora se liquidó desde el mes de abril de 1998), y el pago ocurrió el 28 de noviembre de 2001 … lo cierto del caso es que no se demostraron perjuicios diferentes a los derivados de la mora en el pago y que ya fueron satisfechos” (fl. 108, C. Consejo). 

7.- El  recurso de apelación y el trámite de segunda instancia.- 

Mediante escrito del 6 de mayo de 2005, el apoderado de la parte demandante interpuso recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia (fl. 116, C. Consejo) y, mediante auto del 12 de los mismos mes y año, fue concedido por el a quo (fl. 117, C. Consejo).

Como razones de inconformidad, la parte actora sostuvo que el Tribunal a quo omitió analizar aspectos que resultaban importantes para resolver la contienda.

Precisó que la obligación de pago se hizo exigible desde el momento en que los bienes y servicios contratados fueron recibidos a satisfacción por parte del municipio, lo cual ocurrió antes de que fuera expedida la Resolución 1662 del 3 de diciembre de 1998, a través de la cual se liquidó la obligación tributaria.

Al respecto, precisó:

“2. Como consta en el expediente antes de la expedición de la Resolución No. 1662 de 3 de diciembre de 1998, nunca se requirió a mi representado el pago por el pago (sic) de Industria y Comercio, y adeudando desde abril y mayo una suma de NUEVE MILLONES NOVIENCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE (9.977.500.oo), inicia directamente un cobro coactivo en el que le liquidan el impuesto, (sic) le imponen sanción por liquidación de aforo.

“3. Para mayo de 1998, mi apoderado adeudaba al Municipio (sic) la suma de $2.748.527.oo, por concepto de industria y comercio, y el Municipio le adeudaba $9.877.500.oo, hecho perfectamente demostrado dentro del proceso, con la Resolución 1662 de 23 de diciembre de 1998, entonces se cuestiona, por qué (sic) no se hace uso en ese entonces y hasta antes del 23 de diciembre de 1998, de la figura de la compensación, antes de causarle un perjuicio adicional al del incumplimiento por no pago de los contratos demandado? (sic). El tribunal omite por completo este análisis” (fl. 125, C, Consejo).    

Añadió:

“… Resulta absurdo que el Tribunal, (sic) desvirtúe lo referente a la compensación, soportándose en la Audiencia de Conciliación, (sic) un hecho posterior a la demanda y en el que las condiciones eran inaceptables, por cuanto lo pretendido en ese entonces por el Municipio (sic) era compensar la suma de $11.270.600.oo, que no se compara a (sic) haber compensado en mayo de 1998, la suma de $2.748.527.oo, en dónde habría quedado el resarcimiento del perjuicio de haber aceptado dicha propuesta?” (fl. 125, C. 1).

El recurso de apelación fue admitido por esta Corporación mediante providencia del 28 de octubre de 2005 (fl. 127, C. Consejo) y mediante auto del 17 de febrero de 2006 se corrió traslado a las partes, para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público, para emitiera su concepto (fl. 129, C. Consejo).

Ninguno de los sujetos procesales ejerció tal facultad.

CONSIDERACIONES

I.- Competencia.- 
La Sala es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima -Sala de Descongestión- el 31 de marzo de 2005, por cuanto la cuantía del proceso fue estimada razonadamente por la demandante en $40’000.000.oo. 

Para la época de interposición de la demanda
, eran susceptibles de acceder a la segunda instancia los procesos promovidos en ejercicio de la acción atinente a controversias contractuales cuya cuantía excediera $26’490.000.oo
, monto que, como se puede observar, se encuentra ampliamente superado. 

Por otra parte, es de anotar que el Consejo de Estado es funcionalmente competente para conocer de los recursos de apelación interpuestos contra las sentencias dictadas por los Tribunales Administrativos en primera instancia, a términos de lo dispuesto por el artículo 129 del C.C.A.  
II.- La oportunidad de la acción.-

En ejercicio de la acción de controversias contractuales, la parte demandante pretende obtener la declaración de incumplimiento de tres (3) contratos estatales celebrados con el municipio de Ibagué, los cuales fueron liquidados unilateralmente por la administración, mediante Resoluciones 0609, 0610 y 0611, todas del 21 de diciembre de 1998 (fls. 8 a 13, C. 1); en consecuencia, solicita la indemnización de los perjuicios causados.

El artículo 136 (numeral 10, literal d) del C.C.A. dispone que, en los contratos que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, la acción de controversias contractuales podrá ser promovida, a más tardar, “… dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe”. 

En este caso, se desconoce la fecha en la cual cobraron fuerza ejecutoria los actos administrativos que liquidaron unilateralmente los respectivos contratos, pero lo cierto es que la demanda fue interpuesta antes de que transcurrieran los dos (2) años indicados en la norma, contados a partir la fecha de expedición de dichos actos.

En efecto, los actos administrativos fueron proferidos el 21 de diciembre de 1998 y la demanda fue presentada el 19 de diciembre de 2000, es decir, dentro de los dos (2) años siguientes, de donde se deduce que la acción fue interpuesta oportunamente.    

III.- Análisis del recurso.-

Para la Sala, los daños cuya indemnización solicita la parte demandante no tienen origen en el incumplimiento de los contratos 038 del 15 de mayo de 1997, 0040 y 145 del 10 de noviembre de 1997, celebrados entre el señor Oscar Francisco Jamardo Márquez y el municipio de Ibagué, sino en la falta de pago oportuno de las obligaciones económicas reconocidas en los respectivos actos administrativos de liquidación, ante lo cual debe anotarse que la situación en uno y otro caso es bien distinta, como pasa a explicarse. 

La jurisprudencia de esta Corporación ha reiterado que, una vez liquidado unilateralmente el contrato, sólo se puede alegar el incumplimiento de las obligaciones a través de la censura de la legalidad del acto administrativo que contiene la liquidación. 

En efecto, una vez que la entidad pública liquida unilateralmente el negocio jurídico, en los términos establecidos en el contrato o en la ley (artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993), el contratista no puede invocar como pretensión autónoma el incumplimiento de las obligaciones, por cuanto en la liquidación se halla el reflejo de lo que fue la ejecución del contrato, se realiza el balance definitivo de la relación negocial, se hace el cruce de cuentas entre las partes, se determina quién debe a quién y porqué conceptos o se declaran a paz y salvo; en consecuencia, todos los aspectos concernientes a la realidad contractual que se estimen contrarios o que no coincidan con lo plasmado en el acto administrativo que adopta unilateralmente la liquidación, deben ser planteados no sin antes obtener la declaración de nulidad del acto administrativo correspondiente, en caso contrario, la demanda se torna improcedente, por ineptitud sustancial de la misma
. 

Así, pues, cuando el contrato ha sido liquidado unilateralmente, la única forma de controvertir aspectos relacionados con su ejecución, incluyendo el incumplimiento de las obligaciones a cargo de cada una de las partes y las consecuencias derivadas del mismo, es mediante el levantamiento del velo de legalidad que ampara ese acto administrativo, lo cual se traduce en que constituye requisito sine qua non para que se puedan analizar las pretensiones propias del incumplimiento deprecar la declaratoria de nulidad total o parcial del acto que contiene la liquidación, así como la indicación y el desarrollo del concepto de violación en el que se apoya la censura.  

En tal sentido se ha pronunciado la jurisprudencia de esta Corporación, a este respecto
:

“Tal como lo ha señalado la Sala en oportunidades anteriores
, no le es viable al contratista invocar el incumplimiento del contrato como pretensión autónoma cuando la entidad pública contratante ha liquidado unilateralmente el negocio jurídico. Una vez la entidad pública contratante liquida de forma unilateral el contrato, según lo definido por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, resulta necesario demandar la anulación del acto administrativo contractual de liquidación…

“En este sentido, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado que una vez liquidado unilateralmente el contrato, sólo es viable su controversia a través de la solicitud de nulidad de los actos administrativos que la hubieran adoptado”. 

En ese orden de ideas, si el acto administrativo que adopta la liquidación del contrato no desaparece del ordenamiento jurídico a través de la declaración de nulidad, el juez no puede entrar a verificar si durante la ejecución del contrato se presentaron situaciones distintas de las consignadas en el respectivo acto, porque existe una decisión administrativa obligatoria y vinculante que impide avizorar una nueva realidad de lo que fue el desarrollo de la relación obligatoria.

En este caso, la parte demandante no cuestionó la legalidad de los actos administrativos a través de los cuales el municipio de Ibagué adoptó la liquidación unilateral de los contratos celebrados con el actor; por ende, debe entenderse que la realidad de lo que fue la ejecución de los contratos es la que se halla contenida en dichos actos.

Así, pues, las pretensiones declarativas no están correctamente formuladas, pues, al hallarse incólume la presunción de legalidad que revisten los actos administrativos que liquidaron unilateralmente los contratos, no hay forma de que se abra paso el presunto incumplimiento contractual y, por ende, no es posible realizar reconocimientos adicionales a lo que se hallan consignados en dichos actos.

En tales condiciones, la Sala revocará la sentencia de primera instancia, para declararse inhibida para decidir de fondo las pretensiones de la demanda, pues, conforme a lo dicho, si el demandante realmente estimaba que el daño cuya indemnización de perjuicios reclama tiene origen en los contratos celebrados con el municipio de Ibagué, debió demandar la nulidad de cada uno de los actos administrativos que los liquidaron unilateralmente, es decir, los que saldaron la relación negocial, para que así se pudiera abrir paso la declaratoria de incumplimiento de los citados contratos, con el fin de obtener la indemnización de los perjuicios causados como consecuencia del comportamiento antijurídico de la administración durante la ejecución del contrato. 

Sin perjuicio de lo anterior, de los hechos de la demanda se puede apreciar que la inconformidad del demandante radica en la falta de pago oportuno de las sumas reconocidas a su favor en los actos administrativos que liquidaron unilateralmente los respectivos contratos, situación que difiere por completo de la declaración de incumplimiento de las obligaciones emanadas de los contratos, precisamente, porque las obligaciones dinerarias insolutas tienen origen, o mejor, fueron reconocidas en los actos administrativos de liquidación y no en los contratos mismos. 

Lo anterior significa que el origen de los perjuicios cuya indemnización solicita el demandante estriba en el incumplimiento de la obligación de dar las sumas de dinero a las que se obligó la administración pública en virtud de los actos administrativos que liquidaron unilateralmente los contratos celebrados entre el municipio de Ibagué y el demandante, obligación que tenía la connotación de ser clara, expresa y exigible y no en las obligaciones emanadas de los contratos que antecedieron a las respectivas liquidaciones unilaterales.

En efecto, para corroborar el anterior aserto basta señalar que el mismo demandante aceptó que, con ocasión del incumplimiento de las obligaciones dinerarias contenidas en los actos administrativos de liquidación unilateral, promovió una demanda ejecutiva contra el municipio de Ibagué para obtener el pago efectivo de la obligación y atribuyó los perjuicios causados a la falta de pago de las sumas liquidadas definitivamente a su favor en los actos administrativos.

Así lo señaló expresamente en el hecho décimo de la demanda (folio 28, C. 1): cuando dijo: “Al no pagar el MUNICIPIO en forma oportuna estas sumas de dinero, mi representado por su parte se vio avocado a incumplir con el pago del Impuesto (sic) de Industria (sic) y Comercio (sic)” (subraya fuera del texto, ver numeral 2.9 de los antecedentes de esta providencia), de modo que las pretensiones de la demanda no guardan armonía con la causa petendi, pues, mientras las pretensiones de condena son consecuenciales a la declaración de incumplimiento de los respectivos contratos celebrados con el municipio, los hechos de la demanda ubican la relación causal del perjuicio en la falta de pago oportuno de las sumas de dinero reconocidas a su favor en los actos de liquidación unilateral.

Es de anotar que la mora en el cumplimiento de una obligación dineraria es un hecho que puede generar perjuicios, con la advertencia de que el acreedor no tiene necesidad de justificarlos cuando solo cobra intereses, pues, en tal caso, basta el hecho del retardo. Contrario sensu, cuando el demandante pretende obtener la reparación de otro tipo de perjuicios, tiene la carga de acreditar su causación en debida forma y la relación causal con el hecho atribuido a título de incumplimiento; pero, resulta elemental que, para obtener la indemnización de los perjuicios, distintos del cobro de intereses, debe formular las pretensiones declarativas de incumplimiento de la obligación y las consecuenciales de condena que resulten pertinentes.

Lo anterior significa que, en este caso, como la parte demandante pretende obtener la indemnización de perjuicios distintos al cobro de intereses, por la falta de pago oportuno de la obligación dineraria contenida en los actos administrativos de liquidación unilateral, el demandante debió solicitar, a través de la acción de controversias contractuales, la declaración de incumplimiento de la obligación de dar contenida en los actos administrativos de liquidación unilateral de los contratos celebrados con el municipio de Ibagué (acto administrativo contractual) y, de manera consecuencial, la indemnización de los perjuicios causados por el incumplimiento o cumplimiento tardío de la obligación de dar que se originaba en tales actos, pero no lo hizo y tal situación impide que el juez pueda analizar la responsabilidad.  

La equivocación es tan grave que, de analizar el fondo de las pretensiones de condena, se rompería la congruencia que debe existir entre lo pedido y lo fallado y, desde luego, se correría el riesgo de modificar la causa petendi o de decidir aspectos que no fueron solicitados en la demanda, en abierto desconocimiento de lo dispuesto en los artículos 305 del C. de P.C. y 170 del C.C.A., con grave lesión del debido proceso que le asiste a la demandada, en los términos del artículo 29 de la Constitución Política, pues se distorsionarían por completo los supuestos de hecho y las pretensiones sobre los cuales ejercieron su defensa durante todo el proceso.

Tal como lo ha señalado la jurisprudencia de esta Corporación, si bien en aplicación del principio iura novit curia corresponde al juez, frente a los hechos alegados y probados por la parte demandante, definir la norma o el régimen jurídico aplicable al caso, tal situación no puede confundirse con la modificación del petitum o de la causa petendi, es decir, con la variación de las pretensiones o de los hechos que se enuncian en la demanda
, pues desatar el litigio atendiendo a la forma correcta como debieron formularse las pretensiones representaría una abierta violación y desconocimiento del debido proceso -derecho de contradicción y de defensa-
 radicado en cabeza de la demandada.

IV.- No se impondrá condena en costas, porque la conducta de las partes no se enmarca dentro de las previsiones contempladas por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

Primero.- REVÓCASE el fallo proferido el 31 de marzo de 2005 por el Tribunal Administrativo del Tolima – Sala de Descongestión – Sala de Decisión Uno.

Segundo.- INHÍBESE de resolver de fondo la controversia, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
Tercero.- Sin condena en costas.

Cuarto.- En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

HERNÁN ANDRADE RINCÓN 
    CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
� 19 de diciembre de 2000.


� Artículo 2º del Decreto 597 de 1988.


� A este respecto, ver sentencia proferida el 11 de agosto de 2010 por la Sección Tercera de esta Corporación (exp. 16.941). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “A”, sentencia del 30 de abril de 2009, exp. 33.609.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, sentencia del 7 de noviembre de 2012, exp. 25.915.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias del agosto 29 de 2007, exp. 15.494 y del 7 de octubre de 2009, exp. 17.629.


� “El derecho de contradicción posibilita a las partes (demandante o demandado, peticionario o administrado), en paridad o igualdad de condiciones, formular la demanda y pretensiones (o solicitudes), contestarla y presentar defensas, interponer recursos, aportar pruebas y contraprobar, etc. La audiencia impone al juez o funcionario el deber de oír a las partes, antes de tomar una decisión que las vincule o afecte, para lo cual es menester que se otorgue, dentro de la respectiva actuación, la oportunidad a cada una de ellas de fijar una posición sobre el asunto o en relación con las manifestaciones de la otra y de controvertir las imputaciones y acusaciones que se le hagan en el  juicio o procedimiento administrativo que se le promueva o adelante. 


“En otras palabras, es derecho de las partes o interesados explicar al juez o funcionario, en la oportunidad que se les conceda, su opinión sobre la situación fáctica y jurídica en la que se encuentran, para que éste conozca todos los aspectos significativos del asunto sometido a su consideración, de manera que se le facilite dictar una sentencia o decisión justa o acertada. La audiencia, así concebida, es un imperativo de respeto para con las partes, a quienes les interesa que, en una situación que les concierne, no se tome una decisión en la que puedan resultar perjudicados sin que se les dé la ocasión de manifestarse y defenderse. En esta dimensión, la correcta aplicación de ese derecho evita una sentencia o decisión en contra de una parte no citada legalmente o soportada en hechos y pruebas sobre las cuales no haya tenido alguna de las partes la oportunidad de exponer y explicar su postura y argumentos en defensa de los derechos en controversia dentro de la actuación judicial o administrativa” (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 23 de febrero de 2012, expediente 23.461).





